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********** fue declarado penalmente responsable por el delito de transporte de clorhidrato de metanfetamina. El defensor público del sentenciado presentó una solicitud ante la Comisión de Amnistía, al considerar que su representado se encontraba dentro de los supuestos para que se declarara la extinción de las sanciones impuestas. 

Ante la falta de respuesta de la Comisión, el defensor del sentenciado solicitó a un juez de ejecución penal que otorgara la amnistía solicitada.  El juez de ejecución desechó la solicitud de amnistía, al considerar que la negativa ficta de la Comisión debía ser impugnada a través de un juicio contencioso administrativo. Ese desechamiento fue confirmado en apelación.

El defensor del sentenciado promovió juicio de amparo indirecto y el tribunal de amparo reiteró que la negativa ficta a una solicitud de amnistía se debe impugnar por la vía administrativa. Inconforme con lo resuelto, el defensor del quejoso interpuso recurso de revisión. 

El problema jurídico por resolver consiste en determinar si, como parte del trámite de una solicitud de amnistía en el ámbito federal, es necesario acudir ante la Comisión de Amnistía o si, por el contrario, es posible hacer la solicitud de dicho beneficio directamente ante un juez de ejecución penal. De concluirse que es necesario agotar el trámite ante la Comisión, se analizará si la legislación de la materia permite determinar el medio de defensa aplicable contra la negativa del beneficio emitida por la Comisión de Amnistía. De igual forma, se definirá cuál es la autoridad competente para analizar la negativa ficta que se cuestiona en el caso concreto
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Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al 15 de marzo de 2023, emite la siguiente:
SENTENCIA
Mediante la cual se resuelve el amparo en revisión 174/2022 interpuesto por ********** contra la resolución de 29 de junio de 2021, dictada por el Tribunal Unitario del Trigésimo Circuito con sede en Aguascalientes, en el expediente de amparo indirecto 35/2021.
[bookmark: _Hlk125889791]El problema jurídico por resolver consiste en determinar si, como parte del trámite de una solicitud de amnistía en el ámbito federal, es necesario acudir ante la Comisión de Amnistía o si, por el contrario, es posible hacer la solicitud de dicho beneficio directamente ante un juez de ejecución penal. De concluirse que es necesario agotar el trámite ante la Comisión, se analizará si la legislación de la materia permite determinar el medio de defensa aplicable contra la negativa del beneficio emitida por la Comisión de Amnistía. De igual forma, se definirá cuál es la autoridad competente para analizar la negativa ficta que se cuestiona en el caso concreto.
ANTECEDENTES DEL CASO
1. Causa penal. El 26 de agosto de 2016, el Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio en el Estado de Aguascalientes consideró a ********** (en adelante, sentenciado, quejoso o recurrente) penalmente responsable por el delito de transporte de clorhidrato de metanfetamina. Con motivo de dicho delito, el juez impuso una pena de siete años y seis meses de prisión.[footnoteRef:1] [1:  Los antecedentes del asunto se retoman de la sentencia de amparo correspondiente al juicio de amparo indirecto 35/2021, del índice del Tribunal Unitario del Trigésimo Circuito.] 

2. Solicitud de amnistía ante la Comisión de Amnistía. El 8 de diciembre de 2020, el defensor público del sentenciado presentó una solicitud ante la Comisión de Amnistía, al considerar que su representado se encontraba dentro de los supuestos para que se declarara la extinción de las sanciones impuestas.
3. Solicitud de amnistía ante un juez de ejecución penal. El 27 de abril de 2021, el defensor público del sentenciado solicitó al Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio, en funciones de Juez de Ejecución, adscrito al Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Zacatecas, la aplicación judicial de la Ley de Amnistía. 
4. El defensor público aclaró que habían transcurrido más de cuatro meses desde que presentó su solicitud ante la Comisión de Amnistía sin que se le diera respuesta. Asimismo, explicó que –conforme a la Ley de Amnistía– la falta de respuesta debía entenderse como una negación de la solicitud; por lo tanto, el defensor estimó que procedía una controversia de ejecución penal, conforme al artículo 116, fracción IV, de la Ley Nacional de Ejecución Penal.[footnoteRef:2]  [2:  Artículo 116. Controversias
Los jueces de ejecución conocerán controversias relacionadas con:
(…)
IV. La duración, modificación y extinción de la pena y de sus efectos, y 
(…).] 

5. El 28 de abril de 2021, el juez de ejecución desechó por improcedente la solicitud de amnistía. De acuerdo con el juez, la falta de respuesta por parte de la Comisión de Amnistía configuró una negativa ficta que debía ser impugnada a través de un juicio contencioso administrativo. 
6. Recurso de apelación. En desacuerdo con el desechamiento de su solicitud, el defensor del sentenciado interpuso recurso de apelación. 
7. El 25 de mayo de 2021, en el toca de apelación **********, el Tribunal Unitario del Vigésimo Tercer Circuito confirmó el auto de desechamiento al estimar que una negativa ficta (derivada del silencio de la autoridad después de transcurridos cuatro meses de la solicitud) debe impugnarse a través de un juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y no a través de una controversia de ejecución penal.
TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO
8. Juicio de amparo indirecto. El defensor del sentenciado promovió juicio de amparo indirecto contra las autoridades y actos siguientes:
· Del magistrado del Tribunal Unitario del Vigésimo Tercer Circuito, la resolución de 25 de mayo de 2021 dictada en el toca penal **********.

· Del Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio del Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Zacatecas, la ejecución de la resolución emitida por el tribunal de alzada.

9. Correspondió conocer del asunto al Tribunal Unitario del Trigésimo Circuito, con sede en Aguascalientes, quien registro el asunto como juicio de amparo indirecto 35/2021. El 29 de junio de 2021, el tribunal negó el amparo solicitado.
10. Recurso de revisión. Inconforme con lo resuelto, el defensor del quejoso interpuso recurso de revisión. El asunto fue turnado al Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, quien registró el expediente con el número 150/2021 de su índice. En sesión de 2 de septiembre de 2021, el tribunal colegiado solicitó a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que ejerciera su facultad de atracción para resolver el asunto.
11. Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 483/2021. En sesión de 8 de diciembre de 2021, la Primer Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación decidió ejercer su facultad de atracción para resolver el asunto.
12. La Sala destacó que, entre otros temas, el caso permitiría definir si los jueces de ejecución se encuentran facultados para pronunciarse respecto a una solicitud de amnistía, aun ante la ausencia de respuesta de la Comisión o si sólo pueden pronunciarse cuando la solicitud se estima procedente. Asimismo, la Sala resolvió que el asunto permitiría definir cuál es la vía para impugnar la falta de respuesta por parte de la Comisión de Amnistía que, conforme a la ley de la materia, se entiende como un rechazo a la solicitud presentada.
13. Trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El 26 de abril de 2022, el entonces presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el asunto como amparo en revisión 174/2022 y ordenó la radicación del asunto en la Primera Sala, así como su turno al ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
14. El 24 de junio de 2022, la entonces presidenta de la Primera Sala se abocó al conocimiento del asunto y ordenó el envío de los autos a la ponencia del ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
COMPETENCIA
15. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente amparo en revisión, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83 de la Ley de Amparo; 21, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y los puntos Segundo y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013. La Primera Sala es competente, pues el recurso de revisión se interpuso contra una sentencia dictada por un tribunal unitario en un juicio de amparo indirecto y no se considera necesaria la intervención del Pleno.
OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA
16. No es necesario analizar la procedencia del recurso ni su oportunidad, pues el tribunal colegiado de circuito que previno en el conocimiento determinó que el recurso de revisión es procedente y se interpuso dentro del plazo legal.

LEGITIMACIÓN
17. Tampoco es necesario analizar la legitimación del recurrente, porque el tribunal colegiado de circuito que previno en el conocimiento concluyó que el defensor del quejoso se encuentra legitimado para interponer el recurso bajo estudio.
ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER
18. Antes de estudiar el fondo del asunto, conviene reseñar los argumentos desarrollados a lo largo de la secuela procesal.
19. Demanda de amparo. En su demanda de amparo, el quejoso reclamó que se confirmara el desechamiento de su solicitud de amnistía, por las razones siguientes:
a) El tribunal unitario indebidamente negó el trámite judicial de la solicitud de amnistía. Las solicitudes de amnistía son asuntos de naturaleza penal, pues involucran la libertad personal y la aplicación de una ley penal. El asunto involucra la libertad personal, porque dicho derecho no solo se afectó con la sentencia condenatoria, sino que esa afectación continúa cuando se niega una solicitud de amnistía. Por lo tanto, no hay razón para litigar el caso ante instancias administrativas
b) Cuando se presenta una solicitud de amnistía, a la Comisión de Amnistía solo le corresponde dar una opinión. En cambio, la resolución del asunto le corresponde a la autoridad judicial en términos del artículo 21 constitucional.
Incluso, ni siquiera se debería exigir agotar una instancia administrativa antes de acudir a la autoridad judicial, pues los casos para la procedencia de la solicitud están bien definidos en la Ley de Amnistía. La intervención de la Comisión de Amnistía sólo obstaculiza el acceso a la justicia, al retrasar la resolución judicial.
c) La Ley de Amnistía es una ley penal, por lo que sólo deben conocer de ella los jueces penales. Además, no es el tipo de autoridad lo relevante para definir el enfoque del asunto, sino la materia que está en juego.
d)  Es un contrasentido que, cuando la Comisión de Amnistía debe acudir ante un tribunal, lo haga ante un juez penal; en cambio, si la persona solicitante es quien acude a un tribunal, sea ante un juez administrativo. Bajo esa lógica, dependiendo de la persona accionante el asunto sería penal o administrativo, lo cual no es racional ni proporcional, sino discriminatorio.
e) Que el silencio de la Comisión de Amnistía pudiera configurar una “negativa ficta” no debe llevar a soslayar que la Ley de Amnistía es de naturaleza penal.
f) En el caso se dejó de cumplir lo previsto en el artículo 37 del Acuerdo General 21/2022 del Consejo de la Judicatura Federal. Dicho acuerdo no puede pretender que sólo la comisión acuda ante jueces especializados. De ser así, se discriminaría a las personas, pues solo la autoridad tendría un acceso pleno a la justicia.
g) La referencia a la Ley del Procedimiento Administrativo prevista en la Ley de Amnistía debe entenderse sólo en lo que pueda ser útil. No para regir el procedimiento en lo sustancial ni para determinar los recursos o las autoridades competentes. Además, la Ley de Amnistía también contempla como legislación supletoria al Código Nacional de Procedimientos Penales.
h) Desde un punto de vista histórico, se dio una discusión similar sobre la naturaleza de los actos emitidos por autoridades ejecutoras de sanciones. Al final, se concluyó que las investigaciones o averiguaciones seguidas ante el Ministerio Público son actos eminentemente penales, aunque formalmente pudieran considerarse administrativos.
i)  La Ley Nacional de Ejecución Penal comprende todos los procedimientos relacionados con la extinción de penas. Sin excepción. Es un exceso pretender que dicha ley contenga una referencia exhaustiva de todos los casos. Particularmente, porque no es común que haya leyes de amnistía. 
En el mismo orden de ideas, el artículo 8 de la Ley Nacional de Ejecución Penal considera subsidiarias a todas las leyes penales. La Ley de Amnistía es una Ley Penal. También lo es el Código Penal Federal que, en su artículo 92, regula la amnistía. En suma, se trata de un solo sistema y de una unidad de leyes.
La Ley de Amnistía no puede atribuirles competencia a autoridades distintas a las judiciales para resolver las solicitudes de amnistía, pues ello no tiene sustento constitucional ni sistemático. 
j) La Ley de Amnistía no se encuentra en el mismo rango que la Ley Nacional de Ejecución Penal. Conforme al artículo 133 constitucional, las leyes generales están por encima de las leyes federales, pues trascienden al ámbito federal y local. Además, las leyes generales son un mandato inevitable para el legislador, mientras que las leyes federales les son opcionales.
k) En el caso, la Ley Nacional de Ejecución Penal es una ley general que regula el artículo 21 constitucional, mientras que la Ley de Amnistía es una Ley Federal opcional para el legislador secundario y se enfoca solo a lo federal.
20. Sentencia de amparo. El tribunal unitario negó el amparo por las razones siguientes:
a) La solicitud de amnistía es un acto reglado en la Ley de Amnistía. Pese a que se dirige a personas privadas de libertad, la ley contempla un trámite administrativo previo a la intervención del juez federal. Además, pese a que afecte la libertad del quejoso, esa circunstancia no es un referente para determinar la vía en que debe impugnarse la negativa ficta derivada de la falta de respuesta por parte de la Comisión de Amnistía.
b) A la Comisión de Amnistía sí le corresponde tramitar y resolver las solicitudes de amnistía. Conforme a la ley de la materia, la Comisión somete su decisión a calificación de un juez únicamente cuando la solicitud sea procedente. Cuando se niega la solicitud, la Comisión sólo debe notificar su determinación a las partes.
c) Que no se reconozcan a la Comisión de Amnistía facultades para intervenir en procesos penales o procedimientos de ejecución penal ilustra que el trámite que siguen las solicitudes de amnistía es una instancia esencialmente administrativa.
Si, por una parte, el trámite se sigue ante una instancia administrativa y si, por otra parte, los casos de aplicación de la Ley de Amnistía están bien definidos, entonces sí es exigible que se agote esa instancia administrativa. 
d)  El legislador tiene una amplia libertad de configuración para definir la vía para el acceso a la amnistía. Si en ejercicio de esa libertad decidió que debe llevarse a cabo un procedimiento administrativo; entonces, debe agotarse esa instancia administrativa. Los asuntos no pueden ser judicializados desde el principio.
e) La materia de la Ley de Amnistía no es relevante para determinar qué autoridad es competente para conocer de una solicitud de amnistía. Esto se encuentra definido claramente en la ley, donde se señala que la Comisión de Amnistía es quien resuelve la procedencia de las solicitudes presentadas.
f) La circunstancia de que, ante la negativa ficta, el interesado deba acudir ante la autoridad administrativa no implica que, en ciertos casos el asunto sea de naturaleza penal y, en otros casos, administrativa. No se trata de situaciones análogas. El interesado interpone un medio de defensa por la vía administrativa, mientras que la Comisión de Amnistía no interpone un medio de defensa, sino que somete a la calificación de un juez la procedencia de la amnistía.
Al no ser situaciones análogas, acudir ante autoridades distintas para obtener pronunciamientos distintos no es un contrasentido.
g) Aun cuando la Ley de Amnistía no señale expresamente el recurso o la autoridad ante la cual acudir cuando se configure una negativa ficta, la ley sí contempla como regulación supletoria la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y el Código Nacional de Procedimientos Penales.
A partir de esa referencia, debe considerarse lo dispuesto en el artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en el artículo 2 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y en el artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
Con base en estas disposiciones es posible concluir que en contra de la negativa ficta prevista en la Ley de Amnistía procede el juicio contencioso administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.
h) Como la propia Ley de Amnistía implícitamente resuelve qué recurso interponer al configurarse una negativa ficta, no existen las condiciones para aplicar el principio pro persona. No existen dos interpretaciones jurídicas posibles ni dos disposiciones legales aplicables de entre las cuales preferir la más favorable para el quejoso.
i) No se viola el Acuerdo General 21/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, pues este acuerdo no regula la procedencia de la solicitud de amnistía, ni fija la autoridad competente para conocer de ella. Ambas cuestiones se encuentran definidas en la Ley de Amnistía.
j) Además, el acuerdo citado facultó a los jueces de ejecución para la tramitación y resolución de las solicitudes de amnistía que presente la comisión, debido a que se trata una competencia expresa derivada del artículo 3, párrafo primero, de dicha Ley de Amnistía.
k) La Ley de Amnistía no condiciona la supletoriedad de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo en función de su utilidad. Su aplicación depende de la fase en que se encuentre el asunto. La resolución de amnistía es un acto administrativo; por lo tanto, los recursos que procedan deben resolverse en la vía administrativa.
l) Aun cuando la Ley de Amnistía también contemple como regulación supletoria al Código Nacional de Procedimientos Penales, el recurso a interponer ante una negativa ficta se define conforme a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, pues la negativa ficta se actualiza en la fase administrativa del procedimiento.
m) La Ley Nacional de Ejecución Penal no regula expresamente la solicitud de amnistía ni la impugnación de la negativa ficta descrita en el artículo 3 de la Ley de Amnistía, por lo tanto, no puede hacerse referencia a esta legislación para colmar algún vacío legal relacionado con la Ley de Amnistía.
Además, la Ley de Amnistía únicamente prevé la aplicación supletoria de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y del Código Nacional de Procedimientos Penales, no así de la Ley Nacional de Ejecución Penal. Por lo tanto, no es posible asumir que ésta última regule cuestiones relacionadas con la solicitud de amnistía o la impugnación de la negativa ficta prevista en la Ley de Amnistía.
n) Al margen que la Ley Nacional de Ejecución Penal y la Ley de Amnistía pudieran o no relacionarse entre sí en términos jerárquicos, lo cierto es que, como se ha insistido, la solicitud de amnistía y la impugnación de la negativa ficta de mérito, se regulan en la Ley de Amnistía, no en la Ley Nacional de Ejecución Penal. Por tanto, no existe una antinomia o conflicto de leyes que tuviera que solucionarse mediante la aplicación del criterio de jerarquía
o) En suma, la Comisión de Amnistía es a quien corresponde tramitar y resolver sobre la procedencia de la amnistía, que por su naturaleza es un acto administrativo; por ende, la resolución que recaiga a la solicitud respectiva es de naturaleza administrativa y los recursos que proceden deben resolverse en vía administrativa.
21. Recurso de revisión. En su escrito de agravios, el recurrente señaló lo siguiente:
a) Es incorrecto que la resolución de amnistía es un acto meramente administrativo reglado por la Ley de Amnistía y que, por esa razón, los recursos correspondientes deban ser administrativos.
b) El tribunal colegiado pierde de vista que en el caso no se impugna una negativa ficta, lo que se solicitó es la aplicación inmediata de la Ley de Amnistía por parte de un juez. Lo que se reclamó en el juicio de amparo es la negativa del juzgador penal para conocer de esa aplicación. Ya sea que la solicitud se entienda como una acción o como un recurso.
c) Cuando la Comisión de Amnistía no resuelve la petición del solicitante, lo constitucionalmente procedente es acudir ante el juez penal respectivo, pues es quien tiene facultad para resolver sobre la extinción de penas. 
d) La intervención de la Comisión de Amnistía podría interpretarse para que fuera más ágil el trámite, pero no para privar al juez de sus competencias constitucionales.
e) Los jueces penales no pueden renunciar a sus competencias constitucionales, pues son de orden público y condicionan la validez de un proceso.
f) La Ley de Amnistía debe ser interpretada conforme a la Constitución Federal para identificar la competencia autoriza a los jueces resolver solicitudes de amnistía. Además, la Ley de Amnistía no prohíbe el acceso inmediato a los jueces de distrito en materia penal. Sólo da la opción de acudir ante la Comisión de Amnistía, bajo la lógica de que ello es más efectivo y sencillo. Sin embargo, no se cumple ese propósito, porque se prevé un plazo muy largo (cuatro meses) para emitir una opinión.
g) La intervención de la Comisión de Amnistía no anula la competencia directa del juez penal. Ambas autoridades pueden tener una competencia simultánea, sin que se anulen entre sí. Acudir ante la comisión no anula la competencia del juez. Tampoco implica que se tenga que impugnar la decisión que tome la Comisión de Amnistía y menos que se impugne en una instancia administrativa.
h) La materia penal es exclusiva de las autoridades judiciales y la Ley de Amnistía no puede ser la excepción, pues es una ley que extingue sanciones y la acción penal.
i) Es una interpretación incorrecta estimar que la Comisión de Amnistía es quien decide sobre la procedencia de las solicitudes. La comisión solo da una opinión. Sin la decisión judicial, la postura de la comisión no puede ejecutarse. Bajo este panorama, la intervención de la autoridad administrativa debería facilitar el acceso a la justicia y no entorpecerlo.
Cuando la autoridad administrativa no resuelve la solicitud, la solicitante mantiene su acción constitucional y legal para acudir ante el juez natural. Entonces, cuando la Ley de Amnistía no señala los recursos que tienen los solicitantes de amnistías, debe interpretarse que deben ser aquellos que permitan el acceso a la justicia. Conforme a la Suprema Corte, esto se logra con la intervención de un juez penal y no con un recurso administrativo.
Además, en el caso no se reclama una negativa ficta de la autoridad administrativa, sino la “negativa expresa” de la autoridad judicial para aplicar la Ley de Amnistía. 
j) La posibilidad de acudir ante un juez de ejecución no depende de lo hecho u omitido por la Comisión de Amnistía. Deriva del derecho constitucional de acceso pleno a la justicia, de la Ley Nacional de Ejecución Penal, del Código Penal Federal y de la Ley de Amnistía interpretadas sistemáticamente.
k) Las personas involucradas en la extinción de penas tienen una acción o recurso constitucional para resolver cualquier situación atinente a esas cuestiones. Esta acción o recurso se desahoga ante un juez penal. La Comisión de Amnistía solo es una opción que debería facilitar la resolución, pero no es una instancia que sustituya al juez. La inconformidad es contra las autoridades judiciales que se niegan a conocer del asunto y no contra la comisión.
l) La Comisión de Amnistía no resuelve las solicitudes, pues su opinión no vincula al juez penal. Esa opinión tampoco debe implicar que la persona pierda la acción para acudir directamente ante su juez natural. 
m) Posiblemente el legislador pensó que la amnistía podría resolverse como las peticiones sobre condiciones de internamiento previstas en la Ley Nacional de Ejecución Penal donde, primero se acude ante la autoridad administrativa y, en dado caso, ante el juez. Sin embargo, la extinción de penas solo le atañe al poder judicial. Conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte, la autoridad administrativa solo se encarga de la organización y funcionamiento de las prisiones, pero la extinción y modificación de las penas es competencia de los jueces penales.
n) La Ley de Amnistía no es la única que regula el procedimiento para su aplicación. El Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley Nacional de Ejecución penal establecen el procedimiento a seguir para cualquier situación que involucre la imposición, compurgación, modificación y extinción de penas. Además, el Código Penal Federal regula las causas de extinción de la acción penal y de las penas, cuya aplicación le corresponde a un juez penal.
o) Aunque el Código Penal Federal no contemple el procedimiento para las solicitudes de amnistía, el trámite es bastante sencillo. Basta que el particular acuda al juez penal y le acredite que se encuentra en un supuesto de la Ley de Amnistía. Esto se puede realizar en una audiencia pública, con intervención del Ministerio Público e, incluso, con la intervención de la Comisión de Amnistía.
p) Es incorrecto que, por intervenir la Comisión de Amnistía, todo el procedimiento y los recursos procedentes sean administrativos. No es la autoridad lo que hace administrativo un asunto, sino la materia de que se trata. 
Esa posición se opone a la lógica del sistema penitenciario y a lo desarrollado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos criterios.
q) La argumentación del tribunal unitario es circular pues da por hecho que las solicitudes de amnistía son de naturaleza administrativa para concluir que los recursos procedentes también son de esa naturaleza. La Ley de Amnistía debe interpretarse conforme a la Constitución Federal y conforme al sistema penitenciario para garantizar la posibilidad de acudir ante una instancia judicial para resolver la controversia planteada.
r) La Comisión de Amnistía debería ser una coadyuvante de la persona para procurar mejores resoluciones judiciales. Para asegurar la aplicación amplia, rápida y sencilla de la Ley de Amnistía. No debe ser un obstáculo ni una instancia previa para el solicitante. Particularmente cuando se establece un plazo largo para que emita su opinión. 
s) Si se aceptara que es procedente acudir ante un tribunal de justicia administrativa para impugnar la negativa ficta, dicho tribunal tendría que decidir el fondo del asunto, es decir, si es procedente la aplicación de la amnistía. Posteriormente, la Comisión tendría que remitir esa resolución ante el juez penal para que emita la resolución definitiva. La intervención de dos jueces para la misma solicitud podría generar problemas ante su posible desacuerdo.
ESTUDIO DE FONDO
22. En el caso, el defensor de una persona privada de libertad presentó una solicitud de amnistía ante la Comisión encargada de tramitar esas peticiones. Transcurridos cuatro meses sin que la Comisión respondiera, el defensor solicitó ante un juez de ejecución penal que fuera esa autoridad quien directamente aplicara la Ley de Amnistía y concediera el perdón solicitado. 
23. El juez desechó esa solicitud, pues consideró que la falta de respuesta por parte de la Comisión de Amnistía implicaba una negativa ficta que debía ser impugnada a través de un juicio contencioso administrativo. El defensor del solicitante apeló esta decisión y el tribunal de apelación coincidió en que era a través de un recurso administrativo como debía impugnarse la negativa ficta de la Comisión de Amnistía.
24. Ante lo resuelto por el tribunal de apelación, el defensor del solicitante promovió juicio de amparo. En su demanda, el defensor sostuvo que las solicitudes de amnistía se vinculan con la libertad personal. Por lo tanto, estimó que eran controversias de derecho penal y son los jueces de ejecución penal quienes deben resolver este tipo de asuntos. El tribunal unitario negó el amparo solicitado, al considerar que la vía que debía seguirse para su impugnación era la administrativa.
25. En su escrito de agravios, el defensor del quejoso aclara que él no pretende impugnar la respuesta ficta de la Comisión, sino la negativa de un juez penal para conocer del asunto y aplicar –de forma inmediata– la Ley de Amnistía por la vía judicial. Según el defensor, los jueces penales tienen facultades para resolver sobre la extinción de penas; por lo tanto, la intervención de la Comisión debe entenderse solo como una forma para agilizar el trámite, sin que implique que la persona pierda su acción o recurso para acudir ante un juez penal.
26. Al margen de lo anterior, el defensor insiste que la controversia en cuestión es de naturaleza penal, pues lo relevante para definir la materia del asunto no es la naturaleza de la Comisión de Amnistía, sino el hecho que las amnistías inciden en la libertad personal.
27. [bookmark: _Hlk119576091][bookmark: _Hlk125889954]Conforme a la secuela narrada, corresponde definir si es necesario acudir ante la Comisión de Amnistía para el trámite de una solicitud de amnistía o si, por el contrario, es posible asistir directamente ante la autoridad judicial para que sea ésta quien apruebe o rechace el beneficio en cuestión. De concluirse que es necesario agotar la intervención de la Comisión, se evaluará si la Ley de Amnistía permite identificar la vía procedente para impugnar la negativa ficta de una solicitud de amnistía.
28. Para resolver ambas cuestiones, el estudio de fondo se dividirá en cuatro apartados. En el primer apartado (A), se expondrá un breve marco teórico para profundizar en la noción y en los propósitos que puede tener una ley de amnistía. En el segundo apartado (B), se presentarán los objetivos que se buscaron atender, así como la regulación específica de la Ley de Amnistía publicada el 22 de abril de 2020. En el tercer apartado (C), se dará respuesta a los planteamientos hechos por el quejoso delineados en el párrafo anterior. En el cuarto apartado (D), se precisará cuál es la autoridad competente para revisar la negativa de la Comisión de Amnistía en el caso concreto.
A. Marco teórico sobre las leyes de amnistía
29. La figura jurídica de la amnistía (a nivel federal) tiene su fundamento en el artículo 92 del Código Penal Federal, donde se establece lo siguiente:
Artículo 92.- La amnistía extingue la acción penal y las sanciones impuestas, excepto la reparación del daño, en los términos de la ley que se dictare concediéndola, y si no se expresaren, se entenderá que la acción penal y las sanciones impuestas se extinguen con todos sus efectos, con relación a todos los responsables del delito.

30. La amnistía forma parte del listado de causas de extinción de la acción penal previsto a nivel federal. Este catálogo incluye supuestos como: la muerte del imputado o del sentenciado; el perdón del ofendido o de la parte legitimada para otorgarlo; el reconocimiento de inocencia e indulto; la prescripción; la supresión del tipo peal; entre otros.
31. Las amnistías y, particularmente, las leyes de amnistías se distinguen del resto de causas de la extinción de la acción penal por el contexto histórico y social en el cual se suelen emitir. 
32. Desde un punto de vista doctrinal, Louise Mallinder sugiere que, si se analizan gran parte de las leyes de amnistías emitidas desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, es posible clasificarlas en atención los siguientes propósitos: como reacción a problemas internos o presiones domésticas, como herramienta para lograr paz y reconciliación; como respuesta a presiones internacionales; como respuesta cultural o vinculada a tradiciones religiosas; como medida de reparación; o bien, como medida para blindar a los agentes de un gobierno frente a una investigación.[footnoteRef:3] Debido a la variedad de escenarios que pueden detonar la emisión de una ley de amnistía, Mallinder reconoce que esta figura puede asumir una multiplicidad de formas. Esta pluralidad incide en cómo entender el concepto de amnistía.[footnoteRef:4] [3:  Cfr. Mallinder, Louise, Amnesty, “Human Rights and Political Transitions: Bridging the Peace and Justice Divide”, Hart Publishing, Oxford and Portland, Oregon, 2008, p. 4.]  [4:  Ídem.] 

33. Según Mallinder, una primera aproximación para entender la figura de amnistía son sus raíces etimológicas. La palabra “amnistía”, al igual que “amnesia”, viene del griego “amnestía” que significa: olvido. En este sentido, la palabra “amnistía” denota un acto de olvido político.[footnoteRef:5] [5:  Ídem.] 

34. De acuerdo con esta autora, entender las amnistías como actos de olvido coincide con uno de los usos que histórica y políticamente se le ha dado a esta figura. Desde la antigüedad hasta la fecha, gobiernos han buscado –a través de amnistías– eliminar un historial delictivo con miras a garantizar la paz social o incluso acuerdos políticos.[footnoteRef:6] [6:  Ídem.] 

35. En contraste con ese significado tradicional, destaca la evolución en las leyes de amnistía contemporáneas y la variedad de formas o limitaciones que asumen. Éstas pueden variar y establecer restricciones en relación con los delitos que cubren (por ejemplo, al excluir violaciones graves a derechos humanos); pueden excluir a ciertas personas (como líderes o actores intelectuales); o pueden estar condicionadas al cumplimiento de ciertos requisitos (como la entrega de armas, proporcionar cierta información, reconocer la verdad de sus actos, demostración de arrepentimiento).[footnoteRef:7] [7:  Ibid., p. 5.] 

36. Según Mallinder, en la medida que una ley de amnistía incluya requisitos como el esclarecimiento de la verdad, esta figura se aparta de su función tradicional. En lugar de pretender el olvido de un delito, éste es investigado y se da una difusión pública a los hechos.[footnoteRef:8] [8:  Ídem.] 

37. La autora reconoce que la concepción de amnistías como mecanismos de olvido se encuentra cada vez más desactualizada, pues los Estados procuran encontrar maneras creativas para lidiar con crímenes pasados sin ocultar la verdad. Por ejemplo, al acompañar las leyes de amnistía con comisiones de verdad y programas de justicia restaurativa.[footnoteRef:9] [9:  Ibid., pp. 3, 12.] 

38. Bajo una perspectiva similar, Martha Minow sugiere pensar las amnistías como un mecanismo a través del cual el Derecho promueve el perdón.[footnoteRef:10] [10:  Cfr. Minow, Martha, “When Should Law Forgive?”, W. W. Norton & Company, 2019.] 

39. Minow entiende el perdón como una decisión deliberada y consciente de renunciar a motivos legítimos de agravio, derivados de un acto indebido o de un daño causado. Según Minow, la idea de brindar un “nuevo comienzo” se ubica en el núcleo del perdón.
40. La autora parte de entender la acción de perdonar como una virtud individual; sin embargo, reconoce que el Derecho también puede involucrarse en el perdón de individuos.[footnoteRef:11] De acuerdo con Minow, la función del Derecho en el perdón no necesariamente es buscar reconciliar individuos, sino incidir en las consecuencias legales previamente establecidas para una infracción. Así, lo que hacen las instituciones es enfrentarse a la decisión de proceder legalmente e imponer las consecuencias legales. [11:  Ídem.] 

41.  Asimismo, Minow enfatiza que las autoridades no pueden comportarse o sustituir a las víctimas en quienes recaerá la decisión de perdonar o no a un infractor. Aunque advierte que, en ciertos casos, los gobiernos son las únicas entidades con legitimación para desistirse de buscar una rendición de cuentas (principalmente en delitos que trasciendan a individuos).[footnoteRef:12] [12:  Ídem.] 

42. Minow señala que el perdón, a través del derecho, puede tomar tres rutas. En primer lugar, al definir esquemas para modificar o reducir las consecuencias inicialmente previstas ante una infracción (por ejemplo, a través de amnistías). En segundo lugar, al autorizar y promover que las autoridades usen su discreción para tomar decisiones compasivas en lugar de punitivas (por ejemplo, frente a una decisión sobre conmutaciones de penas). Por último, Minow señala que el Derecho también puede incentivar a los individuos para perdonar (por ejemplo, al contemplar sesiones de mediación como parte de un procedimiento).[footnoteRef:13]   [13:  Ídem.] 

43. En relación con las amnistías, Minow resalta su potencial para cancelar agravios pasados, ofrecer un nuevo comienzo y atenuar el rigor de las leyes. Las considera como un ejemplo de compasión y perdón que se hace desde el Derecho, ante una actuación jurídicamente indebida.[footnoteRef:14] [14:  Ídem.] 

44. Minow advierte que las amnistías pueden conllevar ciertos riesgos como: obstaculizar el respeto a la ley o motivar violaciones futuras ante una expectativa de perdón.[footnoteRef:15] [15:  Ídem.] 

45. Ante dichas eventualidades, la autora estima que las amnistías son una inversión redituable, si se consideran sus beneficios potenciales. Estos beneficios pueden incluir la reintegración de personas sentenciadas a la comunidad, o bien, sanar divisiones políticas y sociales. Otro beneficio importante es la construcción de respeto y confianza hacia las instituciones para aquellos que ven en el Derecho un sistema injusto o sesgado. Las amnistías comunican que el Derecho puede perdonar y ser comprensivo, en lugar de inflexible y rígido.[footnoteRef:16] [16:  Ídem.] 

46. Por último, Minow señala que conceder amnistías implícitamente conlleva a reconocer las imperfecciones de la Ley. Para esta autora, el uso de amnistías permite examinar y corregir los errores en normas y procedimientos. Así, una razón para mantener el uso de amnistías es poder revisar investigaciones sesgadas, reglas excesivamente punitivas o simples errores en el diseño de políticas.[footnoteRef:17] [17:  Ídem.] 

47. En términos similares, en el amparo en revisión 317/2022[footnoteRef:18], se indicó que la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha definido a la amnistía como una medida jurídica que tiene como efecto la posibilidad de impedir el enjuiciamiento penal y, en algunos casos acciones civiles, contra ciertas personas o categorías de personas con respecto a una conducta cometida antes de la aprobación de la amnistía o la anulación retrospectiva de la responsabilidad jurídica penal anteriormente determinada[footnoteRef:19]. [18:  Resuelto por la Primera Sala en sesión de 30 de noviembre de 2022, por unanimidad de cinco votos, bajo la ponencia de la ministra Ana Margarita Ríos Farjat. En este precedente también se trazó una diferencia entre amnistías admisibles e inadmisibles. ]  [19:  Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Instrumentos del Estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Amnistías, HR/PUB/09/1, Nueva York, 2009, p. 5.] 

48. Según el mismo precedente, dicha figura se distingue del indulto, pues éste es un acto oficial que realiza el Poder Ejecutivo mediante el cual exime a personas condenadas de la aplicación de la pena en todo o en parte, derivado de la comisión de un delito, sin borrar la condena[footnoteRef:20]. Es decir, extingue únicamente la pena mas no la responsabilidad ni la obligación de reparar. [20:  Ídem.] 

49. En el mismo precedente, se explicó que la facultad de conceder amnistías a nivel federal es del Congreso de la Unión, de conformidad con la fracción XXII del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:21], mientras que la de otorgar el indulto es del Presidente de la República, en términos de la fracción XIV del artículo 89 del mismo ordenamiento[footnoteRef:22]. [21:  Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  
XXII.  Para conceder amnistías por delitos cuyo conocimiento pertenezca a los tribunales de la Federación.]  [22:  Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes:
[…]
XIV. Conceder, conforme a las leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos de competencia de los tribunales federales; 
[…]] 

50. En este orden de ideas, se concluyó que la amnistía es una forma de extinción de la acción penal, por la que se “olvida” la responsabilidad, la pena y sus consecuencias, salvo la reparación integral del daño a las víctimas, lo cual pone en relieve que su naturaleza es eminentemente penal.
51. [bookmark: _Hlk125563020]En el amparo en revisión 317/2022, la Sala también hizo un recuento histórico de distintas leyes de amnistía que han estado vigentes en México. A partir de esos antecedentes, la Sala concluyó que la amnistía en México se ha utilizado como una herramienta para dejar atrás y poner fin a la persecución y a la sanción penal de conductas tipificadas como delitos, en momentos álgidos de cambios sociales o políticos del país, tales como los delitos políticos o conexos, cometidos o que pudieron cometer mayormente grupos o movimientos revolucionarios, militares y sociales.
B. Antecedentes y regulación de la Ley de Amnistía vigente
52. Este apartado se enfocará en la normativa que actualmente rodea a las solicitudes de amnistía a nivel federal. Se expondrán las razones que justificaron la emisión de la Ley de Amnistía, así como el alcance que se le dio a esta figura y el procedimiento que se debe seguir para obtenerla.
i. Exposición de motivos
53. La exposición de motivos que precedió a la Ley de Amnistía destacó la relación que existe entre la falta de recursos económicos y los obstáculos en el acceso a la justicia, así como el impacto de esta correlación en la reclusión de personas a quienes se les condena por delitos menores, muchas veces provocados por el hambre, pobreza, amenazas o influjo de otras personas.
54. La exposición de motivos identifica tres grupos especialmente afectados por su posición de vulnerabilidad: las mujeres, los jóvenes y las personas indígenas. De acuerdo con el titular del Poder Ejecutivo, estos grupos no representan una amenaza para la sociedad, sino que su persecución o condena se pueden explicar por sus escasas posibilidades de defensa.
55. En relación con la noción de amnistía, la exposición de motivos explica que esta figura encierra la idea de conceder la libertad y dar nuevas oportunidades de reinserción social a quienes han cometido un delito. Se menciona el otorgamiento de amnistías como una forma para aliviar injusticias, entre ellas, la carencia de posibilidades para acceder a una justicia pronta y expedita.
56. La exposición de motivos aclaró que la concesión de amnistías estaría acotada a cierto tipo de personas, pues no cubriría a personas reincidentes, a personas que se involucraran en cierto tipo de delitos ni a aquellas que hayan utilizado armas de fuego.
57. Desde un punto de vista operativo, la iniciativa propuso que fuera la Fiscalía General de la República junto con las dependencias del Poder Ejecutivo las instituciones facultadas para la concesión de amnistías. Sin embargo, a lo largo del proceso legislativo se descartó la participación de la fiscalía. Se optó por integrar de una Comisión para que fuera el órgano encargado de velar por el respeto de las formalidades en la aplicación de la ley. Además, se incluyó al poder judicial para que interviniera en el procedimiento.
58. El proceso legislativo culminó en la Ley de Amnistía publicada el 22 de abril de 2020 cuya regulación se abordará con mayor detalle en los siguientes apartados.
ii. Regulación de las amnistías a nivel federal
59.  En el amparo en revisión 317/2022, esta Sala expuso la forma en que se compone la Ley de Amnistía. La Sala detalló tanto el contenido sustantivo de la Ley, como el procedimiento que se prevé para la adquisición de este tipo de perdón. A continuación, se retomará brevemente el análisis hecho en dicho precedente.
60. Desde un punto de vista sustantivo, la Sala explicó que la Ley de Amnistía comprende los siguientes aspectos:
a) Personas que pueden solicitar y beneficiarse de la amnistía. Aquellas contra quienes se ha ejercido acción penal, que han sido procesadas o que cuentan con una sentencia firme, ante los tribunales federales y por los delitos cometidos antes de la entrada en vigor de la ley, siempre que no sean reincidentes respecto del delito por el que son indiciadas o sentenciadas[footnoteRef:23]. [23:  Artículo 1. Se decreta amnistía en favor de las personas en contra de quienes se haya ejercitado acción penal, hayan sido procesadas o se les haya dictado sentencia firme, ante los tribunales del orden federal, siempre que no sean reincidentes respecto del delito por el que están indiciadas o sentenciadas, por los delitos cometidos antes de la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, en los siguientes supuestos:
I. Por el delito de aborto, en cualquiera de sus modalidades, previsto en el Código Penal Federal, cuando:
a) Se impute a la madre del producto del embarazo interrumpido;
b) Se impute a las y los médicos, cirujanos, comadronas o parteras, u otro personal autorizado de servicios de la salud, que hayan auxiliado en la interrupción del embarazo, siempre que la conducta delictiva se haya llevado a cabo sin violencia y con el consentimiento de la madre del producto del embarazo interrumpido;
c) Se impute a los familiares de la madre del producto que hayan auxiliado en la interrupción del embarazo;
II. Por el delito de homicidio por razón de parentesco, cuando el sujeto pasivo sea el producto de la concepción en cualquier momento de la preñez, en los supuestos previstos en la fracción I de este artículo;
III. Por los delitos contra la salud a que se refieren los artículos 194, fracciones I y II, 195, 195 Bis y 198 del Código Penal Federal, siempre que sean de competencia federal, en términos del artículo 474 de la Ley General de Salud, cuando:
a) Quien los haya cometido se encuentre en situación de pobreza, o de extrema vulnerabilidad por su condición de exclusión y discriminación, por tener una discapacidad permanente, o cuando el delito se haya cometido por indicación de su cónyuge, concubinario o concubina, pareja sentimental, pariente consanguíneo o por afinidad sin limitación de grado, o por temor fundado, así como quien haya sido obligado por grupos de la delincuencia organizada a cometer el delito;
b) Quien pertenezca a un pueblo o comunidad indígena o afromexicana, en términos del artículo 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y se encuentre en alguna de las hipótesis mencionadas en el inciso anterior;
c) Las personas consumidoras que hayan poseído narcóticos en cantidades superiores hasta en dos tantos a la dosis máxima de consumo personal e inmediato, a que se refiere el artículo 479 de la Ley General de Salud, siempre que no haya sido con fines de distribución o venta;
IV. Por cualquier delito, a personas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas que durante su proceso no hayan accedido plenamente a la jurisdicción del Estado, por no haber sido garantizado el derecho a contar con intérpretes o defensores que tuvieran conocimiento de su lengua y cultura;
V. Por el delito de robo simple y sin violencia, siempre que no amerite pena privativa de la libertad de más de cuatro años, y
VI. Por el delito de sedición, o porque hayan invitado, instigado o incitado a la comisión de este delito formando parte de grupos impulsados por razones políticas con el propósito de alterar la vida institucional, siempre que no se trate de terrorismo, y que en los hechos no se haya producido la privación de la vida, lesiones graves a otra persona o se hayan empleado o utilizado armas de fuego.] 

b) Supuestos de procedencia. Los delitos por los que las personas pueden ser amnistiadas son, en general: aborto; homicidio en razón de parentesco; contra la salud (artículos 194, fracciones I y II, 195, 195 Bis y 198 del Código Penal Federal); cualquier delito que involucre personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas que durante el proceso no hayan accedido plenamente a la jurisdicción del Estado; robo simple y sin violencia; y sedición, excepto que se trate de terrorismo y de hechos de privación de la vida, lesiones graves o empleo de armas de fuego.
Tratándose de los delitos contra la salud, la amnistía operará cuando: i) quien los haya cometido se encuentre en situación de pobreza, de extrema vulnerabilidad o tenga una discapacidad permanente, o bien, su comisión haya sido por indicación de su cónyuge, pareja concubinaria o sentimental, por un pariente, o por temor fundado, o que haya sido obligado por la delincuencia organizada; ii) quien haya cometido el delito sea una persona perteneciente a un pueblo o comunidad indígena y se encuentre en cualquiera de esas circunstancias de vulnerabilidad; y iii) la posesión de drogas o narcóticos en cantidades mayores a las legalmente permitidas haya sido para autoconsumo y no para su venta o distribución.
c) Delitos no susceptibles de ser objeto de amnistía. Aquellos que atenten contra la vida o la integridad corporal (con las salvedades previstas por la propia ley respecto al aborto), el secuestro o aquellos en que se hayan utilizado armas de fuego, así como los previstos por el artículo 19 constitucional, y los demás graves del orden federal[footnoteRef:24]. [24:  Artículo 2. No se concederá el beneficio de esta Ley a quienes hayan cometido delitos contra la vida o la integridad corporal, salvo lo establecido en el artículo 1, fracciones I y II de esta Ley; ni a quienes hayan cometido el delito de secuestro, o cuando se hayan utilizado en la comisión del delito armas de fuego. Tampoco se podrán beneficiar las personas indiciadas por los delitos a que se refiere el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o que hayan cometido otros delitos graves del orden federal.] 

d) Normas supletorias. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo y el Código Nacional de Procedimientos Penales, según corresponda.
e) Efectos de la amnistía. La procedencia del beneficio produce: i) la extinción de la acción penal y de las sanciones impuestas, con la subsistencia de la responsabilidad civil y la salvedad de los derechos de quien pueda exigirla, así como de los derechos de las víctimas; ii) la inmediata libertad de la persona amnistiada; iii) que la persona beneficiada con la amnistía no sea detenida ni procesada en lo futuro por los mismos hechos; y iv) la extinción de los juicios o de los procedimientos accesorios, quedando éstos sin efectos, incluidos los juicios de amparo que se hubieren promovido, sobre los cuales consecuentemente operará el sobreseimiento[footnoteRef:25]. [25:  Artículo 5. La amnistía extingue las acciones penales y las sanciones impuestas respecto de los delitos que se establecen en el artículo 1 de esta Ley, dejando subsistente la responsabilidad civil y a salvo los derechos de quienes puedan exigirla, así como los derechos de las víctimas, de conformidad con la legislación aplicable.
Artículo 7. Los efectos de esta Ley se producirán a partir de que el juez federal resuelva sobre el otorgamiento de la amnistía.
Las autoridades ejecutoras de la pena pondrán en inmediata libertad a las personas inculpadas, procesadas o sentenciadas, beneficiarias de la presente Ley, preservando la confidencialidad de los datos personales.
Artículo 8. Las personas a quienes beneficie esta Ley, no podrán ser en lo futuro detenidas ni procesadas por los mismos hechos.] 

61. Desde un punto de vista procedimental, la Sala explicó que el mecanismo para la concesión de la amnistía se desprende de lo previsto en la Ley de Amnistía, en el Acuerdo por el que se crea la Comisión de Amnistía, así como en el Acuerdo General por el que se aprueban los Lineamientos para el procedimiento de atención de las solicitudes de amnistía. 
62. Para llevar a cabo este análisis, la Sala retomó el artículo 3 de la Ley de Amnistía que establece lo siguiente:
Artículo 3. La persona interesada o su representante legal, podrá solicitar a la Comisión a que se refiere el párrafo tercero de este artículo la aplicación de esta Ley. Dicha Comisión determinará la procedencia del beneficio y someterá su decisión a la calificación de un juez federal para que éste, en su caso, la confirme, para lo cual:

I. Tratándose de personas sujetas a proceso, o indiciadas pero prófugas, el juez federal ordenará a la Fiscalía General de la República el desistimiento de la acción penal, y
II. Tratándose de personas con sentencia firme, se realizarán las actuaciones conducentes para, en su caso, ordenar su liberación.

Para efectos de las solicitudes que presenten las personas que hayan sido vinculadas a proceso o sentenciadas por las conductas señaladas en el artículo 1, fracción VI, de la presente Ley, la Comisión deberá solicitar opinión previa a la Secretaría de Gobernación.

El Ejecutivo Federal integrará una Comisión que coordinará los actos para dar cumplimiento y vigilar la aplicación de la presente Ley, en los casos en que considere que un hecho encuadra dentro de algún supuesto de los previstos en el artículo 1 de esta Ley.

Las solicitudes podrán ser presentadas por las personas que tengan relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado con el interesado o por organismos públicos defensores de derechos humanos, cumpliendo los procedimientos que determine la Comisión.

La solicitud de amnistía será resuelta por la Comisión en un plazo máximo de cuatro meses contados a partir de la presentación de la misma. Transcurrido dicho plazo sin que se notifique su determinación, se considerará resuelta en sentido negativo y los interesados podrán interponer los medios de defensa que resulten aplicables.

Serán supletorias de esta Ley, en lo que corresponda, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y el Código Nacional de Procedimientos Penales.

63. A partir de lo dispuesto en el artículo citado, la Sala esquematizó el procedimiento de solicitud de amnistía como sigue:
	1. Solicitud de amnistía
	· Quién la presenta. La persona interesada, su representante legal, sus familiares consanguíneos o por afinidad (hasta el cuarto grado), u organismos defensores de derechos humanos.
· Ante quién se presenta. Se formula a la Comisión creada por el Ejecutivo Federal (Comisión de Amnistía).
· Forma en que se presenta. De acuerdo con los procedimientos establecidos por la Comisión.


	2. Determinación sobre su procedencia
	· Autoridad que resuelve. La Comisión de Amnistía.
· Plazo para resolver. Cuatro meses contados a partir de la presentación de la solicitud.
· Si se determina procedente la solicitud: La Comisión someterá su decisión a la calificación de un juzgado federal.
· Si transcurrido el referido plazo para resolución ésta no se ha notificado: Se entenderá como una negativa de la solicitud; ésta podrá impugnarse por la persona interesada mediante “los medios legales que resulten aplicables”.


	3. Calificación de la procedencia
	· Autoridad competente. Un juzgado federal. 
· En caso de confirmarse la procedencia del beneficio de amnistía, la autoridad judicial ordenará, según corresponda:
a) El desistimiento de la acción penal por parte de la Fiscalía General de la República, para el caso de personas procesadas o indiciadas y prófugas.
b) La liberación de la persona si ésta ya cuenta con sentencia firme.




64. Junto a la Ley de Amnistía, en el precedente citado, la Sala retomó el acuerdo por el que se creó la Comisión de Amnistía. En este documento se estableció que la Comisión contará con una Secretaría Técnica para asistir a quien presida las sesiones, además que tendrá como funciones, entre otras: la integración de los expedientes de las solicitudes de amnistía y la elaboración del proyecto de resolución de cada caso.[footnoteRef:26] [26:  Artículo 3. La Comisión sesionará válidamente con la asistencia de la mayoría de sus miembros; los acuerdos se tomarán por mayoría simple de votos de los miembros presentes, teniendo su Presidente voto de calidad en caso de empate.
Artículo 8. La Comisión tendrá una Secretaría Técnica, cuya persona Titular será designado por quien la presida y asistirá a las sesiones de la Comisión solo con voz. (…)
Artículo 9. La Secretaría Técnica tendrá las funciones siguientes: (…)
VII. Integrar los expedientes de las personas que soliciten el otorgamiento de la amnistía, conforme a lo establecido en el artículo 3 de la Ley de Amnistía, y
VIII. Elaborar el proyecto de resolución para cada caso que se someta a conocimiento de la Comisión, en los términos que determina el presente Acuerdo o conforme a los lineamientos que emita la propia Comisión.] 

65. En su primera sesión, la Comisión aprobó los lineamientos para la atención de dichas solicitudes y emitió el Acuerdo respectivo[footnoteRef:27]. Los citados Lineamientos[footnoteRef:28] prevén la forma en que debe presentarse la solicitud de amnistía, sus requisitos, la integración del expediente, la celebración de una sesión para la toma de la decisión, la determinación de procedencia de la amnistía y, en su caso, la remisión del asunto a la autoridad judicial competente para su calificación legal. [27:  Publicado el 19 de agosto de 2020 en el Diario Oficial de la Federación.]  [28:  Puntos tercero al decimotercero.] 

66. Así, en el amparo en revisión 317/2022, la Sala identificó que el procedimiento de solicitud de la amnistía se compone de dos fases o etapas, las cuales podrían denominarse como “preliminar o prejudicial” y “judicial”. La primera del conocimiento de la Comisión de Amnistía y la segunda a cargo de la autoridad judicial competente.
67. Se explicó que la fase preliminar o prejudicial comprende desde la presentación de la solicitud de amnistía y hasta la determinación que al respecto toma la Comisión (procedencia o improcedencia del beneficio). Se aclaro que, pese a ser una fase formalmente administrativa, ello no despoja que la naturaleza del procedimiento sea sustancial y materialmente penal, atendiendo a la esencia, el objetivo y alcance de la amnistía.
68. En cambio, la fase o etapa judicial consiste en aquella donde una autoridad judicial competente califica la decisión adoptada por la Comisión de Amnistía, ya sea confirmando o negando la procedencia del beneficio. De ser confirmada, se ordena el desistimiento de la acción penal contra la persona amnistiada, o bien, su liberación, según la situación jurídica en que se encuentre.
69. Una vez explicado el procedimiento que está previsto en la ley para la concesión de amnistías y las funciones correspondientes a cada autoridad que interviene, es posible responder los planteamientos del quejoso. 
C. Análisis de los planteamientos hechos por el recurrente
70. A lo largo de la secuela procesal se discutió cuál es el trámite que debe seguir una solicitud de amnistía y cuáles son los medios de impugnación con los que cuenta la persona interesada. Daremos respuesta a cada una de estas preguntas en apartados separados.
i. Requisito de acudir ante la Comisión de Amnistía como parte del procedimiento previsto en la Ley de Amnistía
71. En primer lugar, analizaremos si es necesario agotar la intervención de la Comisión de Amnistía en el procedimiento para solicitar este tipo de perdones, o si, por el contrario, es posible acudir ante la autoridad judicial desde un inicio para que ella evalúe y resuelva directamente la petición.
72. En el caso concreto, ante la falta de respuesta por parte de la Comisión de Amnistía (en un plazo de cuatro meses), el defensor del recurrente presentó solicitud ante un juez de ejecución para que dicha autoridad resolviera la petición. El juez que conoció del asunto desechó la solicitud, al estimar que su competencia se limitaba a calificar las resoluciones que le fueran remitidas por la Comisión. El tribunal de apelación confirmó dicho desechamiento.
73. En su demanda de amparo y agravios, el recurrente aclara que su inconformidad deriva de dicho desechamiento por parte del juez. A su parecer, la Ley de Amnistía no prohíbe acudir de forma directa ante la autoridad judicial, pues los jueces de ejecución tienen una competencia constitucional para resolver cuestiones relacionadas con la extinción de penas. Según el recurrente, la Ley de Amnistía sólo da la opción de acudir ante la Comisión de Amnistía bajo la lógica de que ello es más efectivo y sencillo. Sin embargo, el defensor considera que la intervención de la Comisión de Amnistía sólo obstaculiza el acceso a la justicia, al retrasar la resolución judicial.
74. Los agravios del recurrente son infundados. A diferencia de lo que sugiere el recurrente, la participación de la Comisión de Amnistía es una fase del procedimiento que necesariamente se debe agotar, previo a la intervención de la autoridad judicial.
75. Por una parte, la Ley de Amnistía claramente contempla que las solicitudes se presentan ante la Comisión de Amnistía.[footnoteRef:29] Esta regla no es optativa para las personas interesadas. Se trata de una regla procedimental que el legislador estableció, en el ejercicio de su libertad configurativa, para canalizar las solicitudes de amnistías y garantizar que sean resueltas de forma ordenada. [29:  Artículo 3. La persona interesada o su representante legal, podrá solicitar a la Comisión a que se refiere el párrafo tercero de este artículo la aplicación de esta Ley. Dicha Comisión determinará la procedencia del beneficio y someterá su decisión a la calificación de un juez federal para que éste, en su caso, la confirme, para lo cual: (…)] 

76. Además, se trata de una regla congruente con el propio diseño de la Ley de Amnistía y del procedimiento que contempla. La Comisión no sólo se encarga de recibir las solicitudes. De acuerdo con la ley de la materia, la Comisión tiene funciones relacionadas con la tramitación de dichas solicitudes y la obligación de emitir un primer pronunciamiento respecto a su procedencia.[footnoteRef:30] Incluso, los lineamientos para atender solicitudes de amnistía señalan que es la Comisión de Amnistía quien debe integrar el expediente con la información necesaria para dar una respuesta y, en caso de ser positiva, deberá remitirse la solicitud a la autoridad judicial.[footnoteRef:31] [30:  Ídem]  [31:  Artículo 3. La persona interesada o su representante legal, podrá solicitar a la Comisión a que se refiere el párrafo tercero de este artículo la aplicación de esta Ley. Dicha Comisión determinará la procedencia del beneficio y someterá su decisión a la calificación de un juez federal para que éste, en su caso, la confirme, para lo cual: (…)
El Ejecutivo Federal integrará una Comisión que coordinará los actos para dar cumplimiento y vigilar la aplicación de la presente Ley, en los casos en que considere que un hecho encuadra dentro de algún supuesto de los previstos en el artículo 1 de esta Ley.] 

77. La legislación no es ambigua en estos puntos. Por lo tanto, no es posible concluir que las solicitudes de amnistía puedan ser judicializadas sin pasar en un primer momento por la Comisión. 
78. En otro orden de ideas, la argumentación del recurrente sugiere que este requisito (acudir ante la Comisión de Amnistía) representa un obstáculo en el derecho de acceso a la justicia.
79. Conviene recordar que el derecho de acceso a la justicia es compatible con que el legislador establezca requisitos que condicionen la intervención judicial. Según esta Sala, los requisitos de procedencia permiten un adecuado ejercicio de la función jurisdiccional, pues se logra que el juzgador esté en aptitud de conocer el fondo de la cuestión planteada y resolverla.[footnoteRef:32] [32:  Registro digital: 2015595; Instancia: Primera Sala; Décima Época; Materias(s): Constitucional; Tesis: 1a./J. 90/2017 (10a.); Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 48, Noviembre de 2017, Tomo I, página 213; Tipo: Jurisprudencia; del siguiente contenido: “DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. SU CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON LA EXISTENCIA DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN”.] 

80. De acuerdo con la Sala, lo relevante al analizar el acceso a la jurisdicción no es la existencia de requisitos, sino que dichos condicionamientos no sean irracionales, desproporcionales o discriminatorios en relación con la propia acción; o bien, que no se impongan obstáculos o impedimentos injustificados, innecesarios o excesivos, al grado de obstaculizar la impartición de justicia. [footnoteRef:33] [33:  Ídem.] 

81. [bookmark: _Hlk119576824]Conforme a este parámetro, no es patente que la participación de la Comisión de Amnistía en el procedimiento bajo análisis represente un obstáculo irracional, desproporcionado o discriminatorio. 
82. En atención a los fines de la ley y a las funciones de la Comisión, la intención del proceso legislativo fue crear un órgano que se enfocara exclusivamente en el conocimiento de solicitudes de amnistías para que, con base en esa especialización, respondiera las peticiones de manera rápida y eficiente. 
83. Simultáneamente, la intervención inicial de la Comisión cumple la función de descargar al Poder Judicial de tener que analizar todas las solicitudes presentadas. Bajo esa lógica, se reservó el análisis judicial para aquellos casos en los que exista un pronunciamiento previo por parte de la Comisión.
84. En suma, la intervención de la Comisión en el procedimiento para la concesión de amnistías no representa un requisito irracional que necesariamente entorpezca el acceso a la justicia. Por lo tanto, se trata de una fase del procedimiento de amnistías que se debe cumplir.
ii. Vía para impugnar la negativa ficta por parte de la Comisión de Amnistía
85. Una vez aclarado que sí es necesaria la intervención inicial de la Comisión de Amnistía, resta precisar a través de qué vía se puede impugnar su falta de respuesta en un plazo de cuatro meses que, conforme a la ley de la materia, debe entenderse como una respuesta negativa a la solicitud hecha.
86. En el caso, el juez de ejecución que desechó la solicitud de amnistía señaló que la falta de respuesta por parte de la Comisión (en un plazo de cuatro meses) constituía una negativa ficta que debía ser impugnada a través de un juicio contencioso administrativo. El tribunal de apelación coincidió con esa postura.
87. En la demanda de amparo, el defensor del quejoso señala que las solicitudes de amnistía tienen una naturaleza penal, pues involucran la libertad personal. Bajo esa perspectiva, el defensor considera que debe conocer del asunto un juez penal, específicamente un juez de ejecución penal.
88. El tribunal de amparo insistió en que la vía para impugnar la falta de respuesta de la Comisión es la administrativa, porque la Comisión es un órgano administrativo y, por lo tanto, sus actos son de esa naturaleza.
89. En sus agravios, el defensor del recurrente reitera que el asunto tiene una naturaleza penal, pues lo relevante no es la autoridad que interviene, sino la materia de los temas que se discuten.
90. De acuerdo con lo resuelto por esta Sala en el amparo en revisión 317/2022, la amnistía es una figura jurídica intrínsecamente de naturaleza penal. En este precedente, la Sala enfatizó que el objetivo de la amnistía es dejar en el olvido o anular el ejercicio de la acción persecutoria y la sanción penal (salvo la responsabilidad resarcitoria y los derechos de las víctimas) por la comisión de determinados delitos (cometidos previamente a la vigencia de la ley).
91. Según el precedente citado, la legislación sustantiva y procesal penal reconoce a la amnistía como una causa de extinción de la acción penal[footnoteRef:34] (respecto de la pretensión punitiva y la imposición y ejecución de sanciones). Luego, es patente que sería inviable considerar a la amnistía como una figura del derecho administrativo, aun cuando para el cumplimiento y aplicación de la ley que la regula intervengan autoridades de esa índole. [34:  Artículo 92 del Código Penal Federal y artículo 485, fracción VI, del Código Nacional de Procedimientos Penales:
Artículo 485. Causas de extinción de la acción penal
La pretensión punitiva y la potestad para ejecutar las penas y medidas de seguridad se extinguirán por las siguientes causas:
(…)
VI. Amnistía;] 

92. La Sala también aclaró que, si bien la Ley de Amnistía contempló la creación de una Comisión y dicho órgano tiene una naturaleza administrativa (al integrarse por dependencias y entidades de la Administración Pública Federal), esto no torna a la amnistía en una figura jurídica de naturaleza administrativa. La Sala explicó que, conforme a los dictámenes presentados[footnoteRef:35], la Comisión surgió por una necesidad de neutralidad e imparcialidad en el conocimiento y determinación de las solicitudes de amnistía, pero en ningún modo se buscó desnaturalizar la amnistía de su esencia penal [35:  Dictamen de la Cámara de Diputados de las Comisiones Unidas de Justicia y de Gobernación y Población, pp. 89-91 y 94-96.] 

93. Adicionalmente, la Sala enfatizó que –según la Ley de Amnistía– la Comisión debe someter su decisión a la calificación de un juzgado federal para que éste, en su caso, la confirme. En otras palabras, la autoridad judicial es quien al final determina –eventualmente– la procedencia de la amnistía.
94. Además, al identificar la autoridad judicial competente para calificar la postura de la Comisión, la Sala destacó que en el Acuerdo General 8/2020 relativo al esquema de trabajo y medidas de contingencia en los órganos jurisdiccionales por el fenómeno de salud pública derivado del virus Covid-19,  el Consejo de la Judicatura Federal determinó que dicha competencia recaería en los juzgados federales penales. De manera más específica, se aclaró que la competencia en cuestión corresponde a las siguientes autoridades judiciales:
a) Los especializados en materia de ejecución de penas, los de procesos penales federales y los de distrito especializados en el sistema penal acusatorio en funciones de ejecución. 
b)  Los de procesos penales federales o a los de control o enjuiciamiento de los Centros de Justicia Penal Federal, según sus competencias, cuando la persona solicitante de la amnistía se encuentre indiciada o procesada pero prófuga.
95. Por último, la Sala recordó que, a partir de la reforma constitucional publicada el 18 de junio de 2008, con la que entró en vigor el nuevo sistema penitenciario de reinserción social y de judicialización del régimen de modificación y duración de penas, todos los eventos de trascendencia jurídica acaecidos durante la ejecución de las penas quedan bajo la supervisión de la autoridad judicial en materia penal. 
96. Bajo el criterio anterior, la Sala reconoció que, si la amnistía es una causa de extinción de la acción penal, entonces constituye un evento de trascendencia jurídica y de competencia para las autoridades judiciales especializadas en ejecución de penas.
97. Entonces, a partir de lo resuelto en el amparo en revisión 317/2022, son fundados los agravios del recurrente en relación con la naturaleza penal del asunto. 
98. Aclarada la naturaleza penal de una solicitud de amnistía, el planteamiento del recurrente también involucra definir cuál es el medio de impugnación previsto en la ley de la materia para impugnar una negativa ficta por parte de la Comisión de Amnistía.
99. En el previamente citado amparo en revisión 317/2022, esta Sala reconoció que la Ley de Amnistía no regula con claridad qué recurso procede contra la negativa del beneficio de amnistía, ni la ley donde se regula dicho recurso.
100. Para explicar esta conclusión, la Sala delineó el parámetro de regularidad constitucional que corresponde a los derechos de legalidad y seguridad jurídica, así como la doctrina que se ha desarrollado en materia de tutela judicial y acceso a un recurso efectivo.
101. En relación con los principios de legalidad y seguridad jurídica, la Sala señaló que su fundamento general son los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De acuerdo con la Sala, estos principios son acatados por las autoridades legislativas cuando las disposiciones de observancia general que crean, por una parte, generan certidumbre a los gobernados sobre las consecuencias jurídicas que producirán y, por otra parte, acotan en la medida necesaria y razonable las facultades atribuidas a una autoridad para impedir que se actúe arbitraria o caprichosamente[footnoteRef:36]. [36:  Amparo en revisión 229/2008, resuelto el19 de junio de 2008, por unanimidad de diez votos. Ausente: ministro Genaro David Góngora Pimentel. Ejecutoria de la que derivó la jurisprudencia P. 190/2008, de rubro: “DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN. EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY QUE RIGE A ESE MEDIO DE DIFUSIÓN NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA”.
Novena época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Noviembre de 2009, página 5. Registro digital: 165991.] 

102. De manera más específica, se sostuvo que el legislador respeta los derechos de legalidad y seguridad jurídica cuando las normas que facultan a las autoridades para actuar en determinado sentido encauzan el ámbito de esa actuación a fin de que[footnoteRef:37]: [37:  Criterio que se comparte de la Segunda Sala, reflejado en la tesis 2ª. XVI/2014 (10ª.) de rubro: “DERECHOS FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. SU CONTRAVENCIÓN NO PUEDE DERIVAR DE LA DISTINTA REGULACIÓN DE DOS SUPUESTOS JURÍDICOS ESENCIALMENTE DIFERENTES”.
Décima época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo: II, página 1513. Registro digital: 2005552.] 

a) La persona gobernada conozca cuál será la consecuencia jurídica de los actos que realice; 

b) El actuar de la respectiva autoridad se encuentre limitado y acotado, de tal manera que la posible afectación a la esfera jurídica de las personas gobernadas no resulte caprichosa o arbitraria;

c) La norma contenga los elementos mínimos para hacer valer el derecho de las personas gobernadas y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades; tomando en consideración que resulta innecesario que en todos los supuestos de la norma se deba detallar minuciosamente el procedimiento, cuando éste se encuentra definido de forma sencilla para dejar en claro la manera en que debe hacerse valer el derecho por el gobernado, así como las facultades y obligaciones de la autoridad.
Así las cosas, el derecho de seguridad jurídica, respecto del contenido de la ley, tiene como finalidad que el legislador no coloque a las personas en una situación de incertidumbre e indefensión por no saber a qué atenerse (por una regulación deficiente, por incurrir en omisiones o ambigüedades que trascienden en su esfera jurídica), en cuanto a la determinación de los contenidos normativos y sus consecuencias jurídicas, susceptible de propiciar la arbitrariedad de las autoridades en su aplicación.
Por otra parte, se explicó que el derecho a la tutela judicial y acceso a un recurso efectivo tiene su fundamento en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Según esta disposición, toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Así dicho precepto reconoce el derecho de tutela judicial efectiva y de acceso a la jurisdicción y sus elementos y alcances esenciales.
Se agregó que, en el ámbito convencional, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagra el derecho a la tutela judicial y a un recurso efectivo al establecer en su artículo 14.1 que toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial establecido por ley[footnoteRef:38]. Además, en el artículo 2.3 del tratado citado se contempla que cada uno de los Estados parte se comprometen a garantizar que toda persona cuyos derechos o libertades hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo. Para ello, la autoridad competente decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso y desarrollará las posibilidades de recurso judicial[footnoteRef:39]. [38:  Artículo 14
1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.]  [39:  Artículo 2
3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que:
a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;
b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial;
c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.] 

También se precisó que el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos consagra las garantías y protección judiciales[footnoteRef:40]. El artículo señalado establece el derecho a tener un recurso sencillo y rápido o cualquier otro recurso efectivo que ampare a la persona contra actos que violen sus derechos fundamentales, por lo que los Estados Parte se comprometen a garantizar que la autoridad competente decida sobre los derechos de toda persona que interponga un recurso, así como a desarrollar las posibilidades de recurso judicial y a garantizar el cumplimiento de toda decisión que emane del recurso[footnoteRef:41]. [40:  Artículo 8. Garantías Judiciales
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.]  [41:  Artículo 25. Protección Judicial
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.
2. Los Estados Partes se comprometen:
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.] 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha considerado que en todo procedimiento o proceso existente en el orden interno de los Estados deben concurrir amplias garantías judiciales, entre las que se encuentra el establecimiento, en normas jurídicas, de las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a cada etapa del proceso[footnoteRef:42]. [42:  Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2006. Serie C No. 158, párr. 126.] 

Al respecto, el tribunal interamericano ha señalado que no basta con la existencia formal de los recursos, sino que éstos deben ser eficaces, es decir, deben dar resultados o respuestas a las violaciones de sus derechos. En este sentido, no se considera que un recurso es efectivo cuando es ilusorio o porque falten los medios para ejecutar las decisiones del órgano jurisdiccional[footnoteRef:43]. [43:  Corte IDH, Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párrafo 192.] 

Asimismo, la Corte Interamericana ha reconocido que el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos incorpora el principio de efectividad de los instrumentos o mecanismos procesales de protección destinados a garantizar tales derechos. Igualmente, que los Estados parte están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de derechos humanos, los cuales deben sustanciarse conforme a las reglas del debido proceso legal[footnoteRef:44]. [44:  Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 128.] 

El amparo en revisión 317/2022 también retomó lo resuelto en la Solicitud de Modificación de Jurisprudencia 11/2013[footnoteRef:45] y en la Contradicción de Tesis 119/2018[footnoteRef:46]. En estos asuntos, se dijo que el derecho de tutela judicial efectiva consiste en la prerrogativa de toda persona de acceder a tribunales independientes e imparciales para plantear una pretensión o defenderse de ella mediante un proceso justo y razonable, en el que se respeten los derechos de las partes y que concluya con la emisión de una resolución que dirima el conflicto.  [45:  Solicitud de modificación de jurisprudencia 11/2013 resuelta por el Pleno el veintidós de mayo de dos mil catorce por mayoría de ocho votos de los ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, Silva Meza, Ministras Margarita Beatriz Luna Ramos y Olga Sánchez Cordero de García Villegas]  [46:  Resuelta por el Pleno el 31 de octubre de 2019, por mayoría de siete votos de los ministros Juan Luis González Carrancá, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Ministra Norma Lucía Piña Hernández. En contra, Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y José Fernando Franco González Salas. Ausente, la Ministra Yasmín Esquivel.] 

Asimismo, se retomó el criterio del Tribunal Pleno al sostener que la tutela judicial efectiva es un derecho gradual y sucesivo que se perfecciona mediante el cumplimiento de etapas correlativas que se superan gradualmente para lograr la tutela eficaz. De acuerdo con el Pleno,  las sucesivas etapas en las que este derecho se gesta y materializa están interconectadas con otros derechos fundamentales, en particular, con el derecho de audiencia y con el debido proceso consagrados en el artículo 14, segundo párrafo de la Constitución Política del país[footnoteRef:47]. Desde esta perspectiva, el derecho de acceso a la justicia se circunscribe como el derecho esencial y base que permite la tutela jurisdiccional efectiva en todas sus facetas, lo que caracteriza su importancia y la trascendencia de su protección. [47:  Contradicción de tesis 35/2005-PL, resuelta por el Pleno el 29 de marzo de 2007, por unanimidad de ocho votos de los ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Mariano Azuela Güitrón, Juan Silva Meza (Ponente), Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Ministras Margarita Beatriz Luna Ramos y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausentes, Ministros Genaro Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio Valls Hernández.] 

En virtud de lo anterior, la Sala concluyó que el derecho a la tutela jurisdiccional se traduce en la obligación del Estado mexicano para garantizar que todas las personas puedan someter sus conflictos a los tribunales en condiciones de equidad y que las respuestas que obtengan de éstos resuelvan los conflictos en forma efectiva tanto para los individuos involucrados como para la sociedad en general.
La Sala precisó que el derecho fundamental de acceso a la justicia conlleva para los órganos jurisdiccionales el deber de garantizar la efectividad de los recursos o medios de defensa previstos en la Constitución y en la ley. Por lo tanto, se debe evitar condicionar su procedencia a requisitos o formalismos técnicos que resulten excesivos o carentes de razonabilidad.
Además, se dijo que, en el diseño de un recurso, se debe procurar que sea sencillo, rápido y efectivo. Según la Sala, el derecho de acceso a la justicia conlleva la necesidad de que los instrumentos destinados a garantizar los derechos humanos tengan la capacidad real para lograr la protección de dichos derechos. Por ende, para considerar que existe un recurso efectivo, no basta la existencia de un sistema de recursos implementado desde el punto de vista formal en ley; en cambio, es necesario que tal sistema permita, efectivamente, la tutela de los derechos de las personas.
103. Expuesto el parámetro de regularidad constitucional en materia de legalidad, seguridad jurídica y recurso efectivo, conviene transcribir el artículo 3 de la Ley de Amnistía, en la parte conducente:
Artículo 3. La persona interesada o su representante legal, podrá solicitar a la Comisión a que se refiere el párrafo tercero de este artículo la aplicación de esta Ley. Dicha Comisión determinará la procedencia del beneficio y someterá su decisión a la calificación de un juez federal para que éste, en su caso, la confirme, para lo cual:
(…)

La solicitud de amnistía será resuelta por la Comisión en un plazo máximo de cuatro meses contados a partir de la presentación de la misma. Transcurrido dicho plazo sin que se notifique su determinación, se considerará resuelta en sentido negativo y los interesados podrán interponer los medios de defensa que resulten aplicables.

Serán supletorias de esta Ley, en lo que corresponda, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y el Código Nacional de Procedimientos Penales.
Énfasis agregado

104. Conforme a lo resuelto en el amparo en revisión 317/2022, es criterio de esta Sala que el artículo previamente transcrito no precisa con claridad cuál es el medio de defensa aplicable para impugnar la negativa del beneficio de amnistía derivada de la falta de pronunciamiento expreso por parte de la Comisión, ni tampoco refiere de manera clara la ley que establece dicho medio de impugnación.
105. Según esta Sala, el legislador no reguló de manera clara y sencilla la forma en que la persona interesada puede hacer valer el derecho de impugnación que la norma prevé contra la aludida negativa del beneficio. Por lo tanto, las personas interesadas no tienen las condiciones para saber a qué atenerse lo que redunda en un obstáculo para acceder a un recurso efectivo.
106. De acuerdo con esta Sala, el hecho que artículo bajo estudio establezca la legislación de aplicación supletoria; no colma la imprecisión de los medios de defensa, al no señalar de manera clara si contra la negativa del beneficio de amnistía proceden los recursos contemplados por los ordenamientos supletorios. De ahí que tampoco exista una remisión normativa expresa que otorgue certeza a la persona interesada para identificar cuál es el mecanismo de defensa que efectivamente tiene a su alcance. 
107. Por el contrario, la norma impugnada implica una carga injustificada a la persona solicitante de la amnistía, consistente en desentrañar su sentido y descifrar qué medio de defensa es el que resulta aplicable; esto lleva a la necesidad de verificar si aquél se encuentra en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, o bien, en el Código Nacional de Procedimientos Penales, y entrar en una suerte de especulación interpretativa con el afán de encontrar cuál o cuáles son los medios de defensa aplicables, en uno u otro de esos ordenamientos legales. 
108. Según el precedente citado, no basta la simple previsión formal de los “medios de defensa que resulten aplicables”, para que la ley –en las porciones normativas cuestionadas– resulte acorde a los principios de legalidad y seguridad jurídica por cuanto hace a la regulación normativa, ni más aún para garantizar el pleno ejercicio de la tutela judicial efectiva, particularmente del acceso a un recurso efectivo, mediante el cual la persona interesada (solicitante de la amnistía) se encuentre en aptitud cierta y real de controvertir una determinación contraria a sus intereses (en el caso, la negativa tácita de la amnistía). 
109. Conforme al precedente citado, tampoco en el Acuerdo de creación de la Comisión de Amnistía ni en el diverso por el que ésta emitió los Lineamientos para la atención de las solicitudes –mismos que en su mayoría fueron revisados en párrafos precedentes, cuyo contenido más relevante quedó apuntado– se establece alguna disposición destinada a mencionar ni a regular los medios de defensa que estuvieren expeditos para las personas interesadas.
110. Así las cosas, esta Primera Sala llega a la convicción de que el artículo 3 de la Ley de Amnistía no prevé de manera clara ni precisa los medios de defensa que resultan aplicables para que la persona interesada controvierta la negativa del beneficio de amnistía, proveniente de la Comisión. 
111. Ante la falta de una redacción clara que permita identificar una regla general relacionada con el medio de impugnación aplicable ante casos donde la Comisión de Amnistía emita una negativa ficta, es necesario determinar cuál es la autoridad competente específicamente para el presente asunto.
D. Autoridad competente para revisar la negativa ficta en el caso concreto
112. Más allá del reclamo del quejoso relacionado con la necesidad de agotar o no el trámite ante la Comisión, los antecedentes del caso demuestran que el quejoso sí culminó el procedimiento de amnistía en su etapa preliminar o prejudicial y obtuvo una resolución en sentido negativo debido al paso de más de cuatro meses sin respuesta. Por lo tanto, su actual situación jurídica se encuentra regida por dicha negativa ficta, sin que la Ley de Amnistía le dé claridad respecto del medio de impugnación conducente para sujetar a revisión esa negativa. Bajo este contexto, es necesario identificar un mecanismo de revisión adecuado específicamente para la situación del quejoso en el caso concreto.
113. En el amparo en revisión 317/2022, la Sala resolvió que dicha función revisora le correspondía al juzgado de distrito que conocía del juicio de amparo promovido contra la negativa ficta de la Comisión.
114. Al respecto, se aclara que en el precedente citado se optó por esa solución únicamente como medida para el caso concreto. Se trató de una respuesta en función de las circunstancias del caso, es decir, sin la pretensión de establecer como regla general que ese es el mecanismo de impugnación idóneo.
115. La Sala no resolvió que el mecanismo para impugnar una negativa ficta en casos de amnistía deba ser el juicio de amparo en todos los casos, pues en dicho precedente no se contrastó la idoneidad de dicho juicio frente a otros posibles medios de impugnación. En el amparo en revisión 317/2022, únicamente se descartó (implícitamente) la opción de considerar el juicio contencioso administrativo, al no corresponder con la materia del caso que, se reitera, es intrínsecamente penal. 
116. Además, reconocer que los efectos del amparo en revisión 317/2022 fueron definidos de forma casuística es una conclusión congruente con el estudio de fondo que se hizo en dicho precedente. 
117. El problema que en dicho asunto se planteaba era definir cuál era el medio de impugnación previsto en la Ley de Amnistía para impugnar la negación de una solicitud emitida por la Comisión encargada de tramitar dichas peticiones.
118.  La Sala optó por una declaratoria de inconstitucionalidad porque la regulación existente no daba elementos suficientes para resolver la pregunta hecha, es decir, no existía una salida interpretativa para subsanar la incertidumbre que generaba la normativa impugnada. 
119. Dada dicha imposibilidad para identificar interpretativamente cuál era el medio de impugnación adecuado, sería contradictorio pensar que los efectos dados por la Sala sí son -en todos los casos- el mecanismo de impugnación correcto. 
120. Finalmente, el efecto que se adoptó en el amparo en revisión 317/2022 (ordenar la reposición del juicio de amparo) no puede considerarse como un criterio vinculante, porque dejaría desprotegidos a aquellos casos que no optaron por el juicio de amparo para controvertir la negativa ficta de la Comisión, sino que (debido a la imprecisión de la Ley) especularon que podría ser otro el mecanismo de revisión adecuado y decidieron continuar su procedimiento de amnistía por una vía distinta al amparo. Este escenario se presenta en el caso concreto.
121. En el caso, el señor ********** no promovió juicio de amparo contra la negativa ficta. Ante la falta de respuesta por parte de la Comisión, el quejoso optó por acudir ante un juez de ejecución penal para que dicha autoridad evaluara su caso.
122. Como se mencionó previamente, el Poder Legislativo no reguló de manera clara la forma en que la persona interesada puede hacer valer el derecho de impugnación que prevé la Ley de Amnistía. Por esta razón, el quejoso estaba imposibilitado de saber a qué atenerse al intentar uno u otro medio de impugnación. No podía conocer las consecuencias jurídicas que derivarían al intentar que se revisara su solicitud de amnistía en una u otra vía.
123.  Bajo este contexto, sería una carga injustificada resolver que el quejoso debe promover un nuevo juicio de amparo donde señale como acto reclamado la negativa ficta de la Comisión de Amnistía. 
124. Ante la falta de una regulación clara, la decisión de acudir al juicio de amparo o a otro medio para impugnar negativas fictas de la Comisión debe entenderse como optativa, siempre y cuando el medio de impugnación intentado haya sido una vía consistente con la naturaleza penal del asunto. 
125. En otras palabras, dada la redacción del artículo 3° de la Ley de Amnistía (que se declaró inconstitucional en amparo en revisión 317/2022), de la cual no se desprende con precisión la forma de impugnación ordinaria para estos casos, la parte quejosa quedará en libertad de reclamar optativamente la negativa ficta en la vía ordinaria ante el juez de ejecución —como ocurre en este asunto— o bien, acudir inmediatamente a la vía extraordinaria del juicio de amparo —como se precisó en el precedente referido—.
126. Se debe entender que es una cuestión opcional, pues ante la falta de claridad de la ley, la decisión de acudir al juicio de amparo o a otro medio de impugnación que resulte idóneo dada la naturaleza penal del asunto no puede acarrearles consecuencias negativas o mayores cargas procesales, como sería promover un nuevo medio de defensa, o bien, corregir la vía inicialmente intentada. Imponer mayores cargas procesales o atribuir consecuencias negativas a la estrategia adoptada por los solicitantes de amnistía únicamente retardaría la solución de un procedimiento de amnistía que, precisamente, fue creado para subsanar la falta de una justicia pronta, completa y expedita que enfrentan grupos en situación de vulnerabilidad.
127. Ahora bien, en el supuesto que la persona interesada opte por acudir al juicio de amparo, conviene aclarar que no será necesario agotar el principio de definitividad.
128. De acuerdo con el artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo[footnoteRef:48], existe la obligación de agotar el principio de definitividad contra actos de autoridades distintas a los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, siempre y cuando: “proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados” y “el referido recurso no exija mayores requisitos o condiciones para “conceder la suspensión definitiva”. [48:  Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
(…)
XX. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos de oficio o mediante la interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga valer el quejoso, con los mismos alcances que los que prevé esta Ley y sin exigir mayores requisitos que los que la misma consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional, independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta Ley.
No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación, cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución o cuando el recurso o medio de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la ley aplicable contemple su existencia.
Si en el informe justificado la autoridad responsable señala la fundamentación y motivación del acto reclamado, operará la excepción al principio de definitividad contenida en el párrafo anterior.
(…)] 

129. Conforme al mismo precepto, no existe la obligación de agotar los recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación, cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución, o bien, cuando el recurso o medio de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la ley aplicable contemple su existencia.
130. Como se explicó en el apartado anterior, la Ley de Amnistía no especifica claramente cuál es el recurso o medio de defensa que procede contra las negativas expresas o fictas de la Comisión de Amnistía, pues se limita a señalar que “los interesados podrán interponer los medios de defensa que resulten aplicables” .Por tanto, aun y cuando vía interpretación pueda considerarse que el sistema de controversias previsto en la Ley Nacional de Ejecución Penal es un mecanismo de impugnación procedente, de ello no se sigue que se trate propiamente de un recurso expresamente previsto en la ley. Por lo tanto, tampoco se puede concluir que exista la obligación de agotar esta vía de impugnación, previamente a acudir al juicio de amparo.
131. Esta conclusión es consistente con lo resuelto en la contradicción de tesis 177/2020[footnoteRef:49]. En ese precedente se señaló que la obligación de agotar un recurso o medio de defensa para satisfacer el requisito de definitividad en amparo presupone que de una revisión simple de la ley, es decir, sin algún tipo de interpretación, se advierta que la parte quejosa estaba obligada a su interposición. De no ser así, conforme al artículo 113 de la ley de amparo[footnoteRef:50], la autoridad de amparo no podrá desechar la demanda en cuestión.  [49:  Resuelta en sesión de 23 de junio de 2021, por mayoría de tres votos, bajo la ponencia del ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.]  [50:  Artículo 113. El órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo indirecto examinará el escrito de demanda y si existiera causa manifiesta e indudable de improcedencia la desechará de plano.] 

132. Finalmente, esta lectura sobre el principio de definitividad es la más coherente con el artículo 17, párrafo tercero, de la Constitución General[footnoteRef:51], pues evita que el juicio de amparo sea desechado o reencausado entre autoridades de amparo o jueces de ejecución generando con ello dilaciones innecesarias. Particularmente al tratarse de casos en el que los solicitantes se encuentran privados de su libertad y podrían tener genuinas dudas de la vía correspondiente para impugnar una negativa ficta. [51:  Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.
Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales.
(…)] 

133. Expuestas las alternativas de impugnación, así como sus respectivas salvedades, veamos cuál es la autoridad competente para conocer del caso concreto, en atención a la vía de impugnación que eligió la parte interesada al inicio de la secuela procesal.
134. En el caso, la parte interesada acudió ante un juez de ejecución penal para que éste evaluará su solicitud de amnistía. Al no existir un medio de impugnación claramente definido en la Ley y al tratarse de una vía consistente con la naturaleza penal del asunto, esta Sala considera que la vía de ejecución penal inicialmente intentada es viable para analizar la legalidad de la determinación de la Comisión de Amnistía. Por lo tanto, corresponde al Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio, en funciones de Juez de Ejecución, adscrito al Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Zacatecas evaluar la negativa ficta emitida por la Comisión de Amnistía.
135. Recordemos que los jueces de ejecución penal no son ajenos al procedimiento de amnistías. Como se previó desde el Acuerdo General 8/2020 relativo al esquema de trabajo y medidas de contingencia en los órganos jurisdiccionales por el fenómeno de salud pública derivado del virus SARS-CoV2, emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, los jueces de ejecución son las autoridades competentes para calificar las solicitudes de amnistías aprobadas por la Comisión.
Artículo 25. Los Juzgados Especializados en Materia de Ejecución con competencia en todo el país y domicilio en la Ciudad de México, los de Procesos Penales Federales, así como las y los jueces de Distrito Especializados en el Sistema Penal Acusatorio en funciones Ejecución, deberán tramitar y resolver:
(…)

II. Las solicitudes de amnistía que presente la Comisión prevista en la Ley de Amnistía.

Las y los jueces que se pronuncien sobre la procedencia de los beneficios de preliberación y las solicitudes de amnistía, así como y (sic) los tribunales unitarios con competencia en materia penal que se encuentren de guardia y conozcan de los recursos que se interpongan contra de dichas determinaciones, resolverán lo conducente de manera prioritaria.

También conocerán de solicitudes derivadas de la Ley de Amnistía los Juzgados de Distrito de Procesos Penales Federales o las y los jueces de control o enjuiciamiento de los Centros de Justicia Penal Federal, según sus competencias, cuando se relacionen con personas sujetas a proceso o indiciadas pero prófugas, en términos del artículo 3, fracción I de dicho ordenamiento.
(…).
(énfasis agregado)

136. Desde esta perspectiva, los jueces de ejecución penal son un cauce legalmente previsto para conocer de solicitudes de amnistía que previamente hayan pasado por la Comisión. Si bien sus competencias, en principio, se acotan a calificar aquellas solicitudes que hayan sido declaradas procedentes por la Comisión, lo cierto es que, ante la falta de una vía de impugnación definida en la Ley de Amnistía y dadas sus facultades constitucionales para revisar todo evento de trascendencia jurídica que acontezca durante la ejecución penal[footnoteRef:52] (cuestión que coincide con el fondo de una solicitud de amnistía) se trata de una vía posterior a la negativa ficta que permite dotar al quejoso de un recurso efectivo.  [52:  Jurisprudencia P./J. 17/2012 (10a.), Décima época; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 1, página 18. Registro digital: 2001988, de rubro: “PENAS. SU EJECUCIÓN ES COMPETENCIA EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL, A PARTIR DEL 19 DE JUNIO DE 2011”. ] 

EFECTOS
137. [bookmark: _Hlk125891392]En atención a lo expuesto, procede conceder el amparo solicitado para que la autoridad responsable revoque la resolución impugnada y ordene al Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio, en funciones de Juez de Ejecución, adscrito al Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Zacatecas admitir la promoción del recurrente, proceder al trámite que corresponda y, con libertad de jurisdicción, emitir la resolución que conforme a derecho proceda sobre la determinación adoptada por la Comisión de Amnistía, relativa al beneficio solicitado por el quejoso.
DECISIÓN
Por lo expuesto y fundado, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:
PRIMERO. En la materia de la revisión competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a **********, contra los actos precisados en esta ejecutoria y para los efectos precisados en esta resolución.
Notifíquese; y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se reserva su derecho a formular voto concurrente, Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena (Ponente) y Ministro presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA
MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO

PONENTE
MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA
SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA
MAESTRO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA
En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 110 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como en el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

